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INFORME JURÍDICO DEFENSORIAL N° 001- ADHPD1 
 

RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL QUE PRETENDE EL RECONOCIMIENTO DE LA FILIACIÓN 
HOMOPARENTAL CONSTITUÍDA MEDIANTE ACTO JURÍDICO EN EL EXTRANJERO 

 
 

I. INTRODUCCIÓN 
 
El presente documento tiene por objeto ofrecer algunos alcances sobre el derecho a la igualdad y 
no discriminación en relación con el derecho a la identidad, a la protección de la familia y otros 
derechos fundamentales y la obligación del Estado de aplicar e interpretar las normas en 
concordancia con los principios constitucionales y los tratados sobre derechos humanos ratificados 
por el Perú. 
 
El análisis efectuado por la Defensoría del Pueblo se fundamenta en la obligación del Estado de 
adoptar todas las medidas legislativas, administrativas o judiciales que sean necesarias para 
garantizar el pleno ejercicio de los derechos de todas las personas en condiciones de igualdad y no 
discriminación, así como de prestar especial protección a la niñez en virtud del principio 
constitucional de interés superior de la niñez y las obligaciones internacionales derivadas de la 
Convención sobre los Derechos del Niño. 
 
En relación con los hechos, materia del presente caso, es importante señalar que, desde el año 2014, 
la Defensoría del Pueblo ha tenido un trabajo sostenido en la promoción y defensa de los derechos 
fundamentales de las personas LGBTI (lesbianas, gays, bisexuales, transgénero e intersex). Esta labor 
se puede apreciar, principalmente, en los siguientes documentos: i) el Informe Defensorial N° 175, 
Derechos humanos de las personas LGBTI: Necesidad de una política pública para la igualdad en el 
Perú, ii) el Informe de Adjuntía N° 007-2018-DP/ADHPD, A dos años del Informe Defensorial N 175. 
Estado actual de los derechos de las personas LGBTI, y iii) el Informe Especial N° 12-2020-DP, 
Situación de personas de especial protección a propósito de la declaratoria de emergencia sanitaria. 
Tema I: Recomendaciones para garantizar derechos de las personas LGBTI, población afroperuana y 
defensoras/res de Derechos Humanos. 
 
También, se ha presentado informes a modo de amicus curiae con ocasión de procesos judiciales en 
la vía ordinaria tales como: i) el Informe de Adjuntía N° 002-2018-DP/ADHPD, Obligación del Estado 
peruano de aplicar los estándares internacionales para el reconocimiento y protección del derecho 
a la identidad de género, ii) el Informe de Adjuntía N° 003-2018-DP/ADHPD, Aportes para la 
investigación y sanción de actos de violencia cometidos contra personas LGBTI. En la vía 
constitucional (proceso de amparo), se ha presentado el Informe de Adjuntía N° 001-2019-DP/ACC-
ADHPD, Protección constitucional y convencional del matrimonio celebrado por personas del mismo 
sexo en el extranjero.2 
 

                                                             
1 Informe elaborado por la Adjuntía de Derechos Humanos y las Personas con Discapacidad y la Adjuntía la 
para la Niñez y la Adolescencia. Se contó con la revisión y aportes de la Adjuntía para los Asuntos 
Constitucionales y de la Adjuntía para los Derechos de la Mujer. 
2 Dicho documento se remitió al Tribunal Constitucional. Cabe precisar que, previamente, se hizo llegar al 
Poder Judicial el Informe de Adjuntía N° 002-2017/DP-AA, conteniendo similares argumentos. 
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Nuestra intervención se enmarca en lo establecido en los artículos 161° y 162° de la Constitución 
Política y 1° de la Ley N° 26520, Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, en virtud del cual nuestra 
institución es un órgano constitucional autónomo encargado de defender los derechos 
constitucionales y fundamentales de la persona y la comunidad; así como supervisar el cumplimiento 
de los deberes de la administración estatal y la prestación de los servicios públicos a la ciudadanía. 
 
 

II. ANTECEDENTES 
 
 
2.1.  Sobre los hechos del caso 
 
Jenny Trujillo y Darling Delfín, son dos mujeres peruanas que contrajeron matrimonio en la Ciudad 
de México, en el año 2012. En el año 2014 nació su hijo D.A.D.T, quien fue registrado como hijo de 
ambas en dicho país.  
 
Ese mismo año, la familia Delfín Trujillo regresó a residir en el Perú, pero al no contar con DNI ni 
pasaporte peruano, D.A.D.T. ingresó al país en calidad de turista, identificándose con su pasaporte 
mexicano, lo que implicó que tenga un tiempo limitado para su estancia. Esta dificultad se dio a pesar 
de que, desde su nacimiento, D.A.D.T. tiene derecho a la nacionalidad peruana, así como a contar 
con un Documento Nacional de Identidad (DNI) y un pasaporte nacional, lo que no fue posible 
obtener debido a que las demandantes no tenían conocimiento de las normas que amparan los 
derechos de su hijo, ni recibieron orientación por parte de las autoridades consulares, en abierto 
incumplimiento de sus funciones. 
 
Esta situación que se prolongó hasta el año 2016 que, con la debida orientación legal, presentaron 
ante la autoridad migratoria del Aeropuerto Jorge Chávez la partida de nacimiento y el pasaporte 
mexicano de su hijo a fin de obtener el Acta de Registro de Hijos de Peruanos Nacidos en el Extranjero 
ante la Superintendencia Nacional de Migraciones del Ministerio del Interior del Perú. 
 
Cabe indicar que, el niño D.A.D.T. fue inscrito en el Registro de Hijos de Peruanos Nacidos en el 
Extranjero No. 16002534A consignándose los datos de ambas madres: 
 

● Madre 1: Darling Yvone DELFÍN PONCE.  
● Madre 2: Jenny Victoria TRUJILLO CUEVA. 

 
Dicha inscripción no estuvo exenta de barreras, pues ante la consulta formulada por dicho órgano 
ante el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC), este emitió opinión técnica 
desfavorable. Sin embargo, las consideraciones de la Superintendencia Nacional de Migraciones para 
proceder a inscribir a D.A.D.T se basaron en el hecho de que la denegatoria a dicha inscripción 
desconocía los derechos fundamentales de D.A.D.T y constituiría un acto de discriminación por la 
orientación sexual de las madres. En ese sentido, además de negar la personalidad jurídica del niño 
como sujeto de derecho individual —vulnerando con ello sus derechos personalísimos, inherentes a 
su condición de persona—  configuraba una contravención al interés superior de la niñez3. 
 

                                                             
3 Cfr. Resolución de Superintendencia No. 183-2016-MIGRACIONES de 27 de julio de 2016, pp. 3-4. 
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Posteriormente, en el mes de diciembre de 2016, las demandantes solicitaron al RENIEC emitir el 
DNI de su hijo menor de edad, para lo cual presentaron la partida de nacimiento y el Acta de Registro 
de Hijos de Peruanos Nacidos en el Extranjero, (para efectos legales, esta acta hace las veces de 
partida de nacimiento en nuestro país); ambos documentos consignan a Jenny Trujillo y Darling 
Delfín como madres del referido niño. A pesar de ello, el RENIEC emitió el DNI de D.A.D.T 
consignando únicamente a Darling Delfín como la madre y omitiendo consignar a Jenny Trujillo como 
la segunda madre. 
 
Asimismo, el RENIEC no consignó la información del Registro de Hijos de Peruanos Nacidos en el 
Extranjero en la ficha RENIEC correspondiente, motivo por el cual no se puede acreditar el vínculo 
filial de Jenny Trujillo con el niño.   
 
En atención a lo expuesto, ambas madres presentaron una acción de amparo contra el RENIEC 
solicitando dejar sin efecto el DNI de D.A.D.T. que no reconoce a Jenny Victoria Trujillo Cueva como 
su madre y que, como consecuencia de ello, se ordene al RENIEC incorporar en sus respectivos 
registros el vínculo filial de las dos madres y se emita un nuevo DNI.  
 
Mediante Resolución N°14 del 12 de octubre del año 2021, el Segundo Juzgado Constitucional de 
Lima expidió sentencia que declara fundada en parte la demanda y ordena a la entidad demandada 
(RENIEC) proceda a inscribir en el Documento Nacional de Identidad del niño de iniciales D.A.D.T. a 
las madres, respectivamente. Dicha sentencia fue apelada por ambas partes. 
 
Con fecha 23 de agosto de 2022, la Segunda Sala Constitucional de la Corte Superior de Justicia de 
Lima resolvió REVOCAR la sentencia de primera instancia y, reformándola, la declaró 
IMPROCEDENTE. Contra dicha resolución, las demandantes presentaron Recurso de Agravio 
Constitucional.  
 
2.2. Argumentos que sustentan la sentencia materia del Recurso de Agravio Constitucional  
 
La Segunda Sala Constitucional, al resolver los recursos de apelación interpuestos, ha señalado los 
siguientes argumentos: 
 

● La familia es un instituto natural y fundamental de la sociedad y constituye el valor superior 
cuya protección se persigue constitucionalmente. En virtud de ello, nuestra legislación ha 
reconocido formalmente al concubinato como una institución que constituye fuente u 
origen de la familia y que requiere la misma protección que el matrimonio civil.  

● Que, de acuerdo a los criterios establecidos por el Tribunal Constitucional —Expedientes 
01739-2018-PA/TC (Voto Singular Magistrado Sardon de Taboada), 02653-2021-PA/TC 
(fundamento 23) y 02743-2021-PA/TC (fundamento 22)— para el reconocimiento del 
matrimonio es necesaria una reforma constitucional siguiendo el procedimiento establecido 
en el Artículo 206° de la propia Constitución. 

● Que dicho criterio es aplicable al presente caso, debido a que se plantea validar o reconocer 
la doble maternidad, en virtud al matrimonio celebrado en el extranjero por dos personas 
del mismo sexo, hecho que no ha sido contemplado por la Constitución ni las disposiciones 
legales de nuestro ordenamiento jurídico. 

● Con relación a la maternidad o paternidad, la Sala señala que para la reproducción de la vida 
humana es necesario la fecundación del óvulo (célula sexual femenina) por el 
espermatozoide (célula sexual masculina) en el interior del cuerpo de la mujer, a quien la ley 
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por ese hecho le atribuye la condición de madre, de manera exclusiva y excluyente, 
reconociéndole un vínculo de consanguinidad con el hijo que llevó en su vientre. 

● Que en el caso de autos no se ha podido acreditar la vulneración del derecho a la igualdad 
ni tampoco respecto a la afectación del principio del interés superior del niño, el cual si bien 
entre otros aspectos importa una actuación tuitiva por parte de los operadores 
jurisdiccionales, a quienes corresponde la adecuación y flexibilización de las normas y la 
interpretación que de ellas se realice, a fin de lograr la aplicación más favorable al niño, no 
puede conllevar a contravenir la propia Constitución Política del Estado. 

 
De lo expuesto, se puede colegir que la Sala deniega el reconocimiento a la familia conformada por 
las demandantes, basándose en el hecho que esta no estaría conformada por un matrimonio o un 
concubinato reconocidos por nuestra legislación nacional. En ese sentido, la Sala considera que 
validar o reconocer la doble maternidad, en virtud al matrimonio celebrado en el extranjero por dos 
personas del mismo sexo, implicaría un reconocimiento tácito de una figura que no está 
contemplada ni regulada por la Constitución ni las disposiciones legales de nuestro ordenamiento 
jurídico: el matrimonio igualitario. 
 
Al respecto, es importante señalar que las demandantes en ningún momento han demandado el 
reconocimiento de su matrimonio celebrado en el extranjero. Lo que se viene exigiendo en sede 
judicial desde hace más de 5 años es el reconocimiento del vínculo filial de una de las demandantes 
con su hijo D.A.D.T., vínculo reconocido por el ordenamiento jurídico extranjero, para cuyos efectos, 
las demandantes cumplieron con consignarlo en el Registro de Hijos de Peruanos Nacidos en el 
Extranjero, documento que, para efectos legales, hace las veces de partida de nacimiento en nuestro 
país. 
 
Asimismo, la Sala no cumple con motivar debidamente su decisión en ese sentido. En esa línea, la 
sentencia no desarrolla los fundamentos de hecho y de derecho por los cuáles no procede el 
reconocimiento de un acto jurídico plenamente constituido en el extranjero, lo que sólo encontraría 
sustento en la violación del orden público internacional.  
 
Por otra parte, la Sala deniega el reconocimiento del mencionado vínculo filial materno entre una de 
las demandantes y su hijo bajo el argumento que para la reproducción de la vida humana es 
necesario la fecundación del óvulo (célula sexual femenina) por el espermatozoide (célula sexual 
masculina) en el interior del cuerpo de la mujer, a quien la ley por ese hecho le atribuye la condición 
de madre, de manera exclusiva y excluyente, reconociéndole un vínculo de consanguinidad con el 
hijo que llevó en su vientre a excepción de la adopción.  
 
Con dicho argumento, la Sala desconoce la posibilidad de reconocer la maternidad a mujeres cuyos 
cuerpos no hayan sido fecundados por un espermatozoide. En ese sentido, desconoce la posibilidad 
de generar un vínculo filial a través, por ejemplo, de técnicas de reproducción asistida, tanto de 
aquellas en las que opta por una fertilización in vitro (pues en esta la fecundación no se lleva a cabo 
en el interior del cuerpo de la mujer), como de aquellas que se concretan mediante la maternidad 
subrogada (en las cuales la gestación se lleva a cabo en el cuerpo de otra persona que podría no ser 
la madre biológica). Es importante mencionar que ambas opciones también contemplan la 
posibilidad de que se haga mediante una ovodonación. 
 
Al respecto, sin perjuicio de que no es materia de la litis cuestionar el vínculo genético entre las 
demandantes y su hijo D.A.D.T, es importante señalar que en nuestro país los métodos de fertilidad 
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asistida no se encuentran regulados, pero tampoco prohibidos. En consecuencia, existe una variada 
oferta de técnicas de fertilidad asistida.  
 
Como consecuencia de dichos procedimientos, se genera un vínculo filial al margen del vínculo 
biológico que pueda o no existir entre la madre o el padre y la persona nacida bajo estos métodos. 
El vínculo filial que se genera es por socioafectividad, sustentada en la voluntad procreacional.  
 
Sin perjuicio de lo señalado, los argumentos desarrollados por la Sala no cuestionan el 
reconocimiento del matrimonio celebrado entre dos nacionales en el extranjero, sino el 
reconocimiento de la familia conformada por dos mujeres. Asimismo, la Sala no cuestiona el vínculo 
filial que puede generarse de formas alternativas de fertilidad, sino el hecho que, en el presente 
caso, al tratarse de dos mujeres lesbianas, el vínculo filial transgrede la supuesta realidad biológica 
sobre la cual es posible atribuir la condición de madre, esto es la fecundación producida por un 
hombre y una mujer dentro del cuerpo de esta.  
 
En ese sentido, a juicio de esta Adjuntía, los argumentos de la Sala se basan en razones relacionadas 
a una familia conformada por una pareja homosexual. 
 
 
 

III. CONSIDERACIONES SOBRE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS EN EL PRESENTE 
CASO 
 
 

Tal como se indica en el numeral 2.2 del presente informe, la Sala Constitucional señala que no se 
ha  podido acreditar la vulneración del derecho a la igualdad ni tampoco respecto a la afectación del 
principio del interés superior del niño. En ese sentido, consideramos necesario exponer nuestras 
consideraciones respecto de la vulneración a los derechos fundamentales a la igualdad y no 
discriminación y el derecho a la identidad de D.A.D.T. en relación con el Principio de Interés Superior 
de la Niñez. 

 
 
3.1. Derecho a la igualdad y no discriminación. 
 
3.1.1. La orientación sexual como categoría sospechosa de discriminación. 
 
La Constitución Política consagra en su artículo 1° la defensa de la persona y el respeto a su dignidad 
como el fin supremo de la sociedad y del Estado. Asimismo, reconoce el principio derecho a la 
igualdad en el artículo 2°, inciso 2, el cual dispone que “[n]adie debe ser discriminado por motivo de 
origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole”. 
 
Son precisamente la dignidad humana y la igualdad, ambos inherentes a la naturaleza humana, los 
elementos que constituyen el fundamento mismo de los derechos humanos. En ese sentido, la 
dignidad debe ser protegida desde la igualdad.  
 
Al respecto, el Tribunal Constitucional ha establecido que se trata del reconocimiento de un derecho 
a no ser discriminado por razones proscritas por la propia Constitución (origen, raza, sexo, idioma, 
religión, opinión, condición económica) o por otras (‘motivo’ ‘de cualquier otra índole’) que, 
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jurídicamente, resulten relevantes. En ese sentido, el mandato que deriva de este derecho 
fundamental es la prohibición de discriminación.4 
 
En relación a los motivos prohibidos de discriminación, ya el Tribunal Constitucional ha sido claro en 
señalar que “la expresión ―de cualquier otra índole que se recoge en el artículo 2.2 permite que la 
Constitución se configure como un instrumento vivo, que considere las necesidades particulares de 
las sociedades y su especial evolución. De esta forma, la norma suprema permite que ciertos grupos 
históricamente discriminados, y que no cuenten con alguna tutela reforzada que derive de su texto, 
puedan ser protegidos atendiendo a su condición de vulnerabilidad”.5 
 
Entre los grupos históricamente discriminados se encuentran las personas con orientación sexual 
distinta a la heterosexual. De hecho, el Tribunal Constitucional ha establecido en reiterada 
jurisprudencia que la discriminación por razón de orientación sexual es incompatible con el principio-
derecho a la igualdad establecido en el artículo 2, inciso 2, de la Constitución.6 
 
Por otra parte, tal como ha sido señalado por la Defensoría del Pueblo en su Informe sobre los 
Derechos Humanos de las personas LGBTI: Necesidad de una Política pública para la igualdad en el 
Perú, “la prohibición de discriminación fundada en la orientación sexual e identidad de género 
encuentra respaldo jurídico en los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el 
Perú, así como en los pronunciamientos de los órganos de los tratados y tribunales internacionales 
a los cuales nos hemos referido en el capítulo anterior. Por esta razón, ninguna norma emanada por 
el legislador puede desconocer su contenido o pretender modificarlo bajo forma alguna”.7 
 
En atención a lo expuesto, está establecido que toda diferencia de trato basada en la orientación 
sexual de las personas se presume contraria al principio-derecho a la igualdad reconocido en la 
Constitución Política. En consecuencia, en palabras del Tribunal Constitucional, dicha presunción, 
“solo podrá ser desvirtuada a través de una justificación estricta, objetiva y razonable”.8 
 
En el ámbito regional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), ha establecido 
que tanto la orientación sexual como la identidad de género de las personas son categorías 
protegidas por la Convención, “por ello está proscrita por la Convención cualquier norma, acto o 
práctica discriminatoria basada en la orientación sexual de la persona. En consecuencia, ninguna 
norma, decisión o práctica de derecho interno, sea por parte de autoridades estatales o por 

                                                             
4 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Sentencia del 13 de febrero de 2009, recaída en el Expediente N° 0045-2004-
PI, FJ 20 y Sentencia del 29 de octubre de 2005, recaída en el Expediente N° 00033-2007-PI/TC, FJ 57.  
5 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Sentencia del 4 de abril de 2017, recaída en el Expediente 05157-2014-PA, 
fundamento 19 y Sentencia del 14 de julio de 2020, recaída en el Expediente N° 03601-2014-PA/TC.  
6 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Sentencia del 9 de junio de 2004, recaída en el Expediente No. 0023-2003-
AI/TC, FF.JJ.  85-87; Sentencia del 24 de noviembre de 2004, recaída en el Expediente No. 2868-2004-AA/TC; 
Sentencia de 20 de marzo de 2009, recaída en el Expediente No. 01575-2007-PHC/TC, FF.JJ. 27-28; Sentencia 
del 24 de noviembre de 2004, recaída en el Expediente No. 2273-2005-PHC/TC; Sentencia del 14 de 
noviembre de 2005, recaída en el Expediente No. 8322-2005-PHC/TC; Sentencia del 3 de noviembre de 2009, 
recaída en el Expediente. No. 0926-2007-PA/TC 
7 DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe Defensorial Nº 175, Derechos Humanos de las personas LGBTI: 
Necesidad de una Política pública para la igualdad en el Perú. Lima. Septiembre. 2016. Pág. 57. 
8 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Sentencia del 03 de septiembre de 2010, recaída en el Expediente Nº 2317-
2010-AA/TC. F.J 32. 
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particulares, pueden disminuir o restringir, de modo alguno, los derechos de una persona a partir de 
su orientación sexual.”9 
 
En consecuencia, ninguna norma, decisión o práctica de derecho interno, sea por parte de 
autoridades estatales o por particulares, puede disminuir o restringir, de modo alguno, los derechos 
de una persona a partir de su orientación sexual, su identidad de género y/o su expresión de 
género.10 A partir de ello, el tribunal ha precisado que dicho tratado también proscribe toda forma 
de discriminación hacia la niñez en virtud de la orientación sexual de sus padres o madres. Al 
respecto, la Corte resalta que las niñas y los niños no pueden ser discriminados en razón de sus 
propias condiciones y dicha prohibición se extiende, además, a las condiciones de sus padres o 
familiares, como en el presente caso, a la orientación sexual de la madre. En este sentido, el Comité 
de los Derechos del Niño, órgano encargado de vigilar el cumplimiento de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, ha señalado en su Observación General No. 7 que los niños y las niñas pueden 
sufrir las consecuencias de la discriminación de la cual son objeto sus padres, por ejemplo, si han 
nacido fuera del matrimonio o en otras circunstancias que no se ajustan a los valores tradicionales. 
Es por ello que, según dicho comité, los Estados Partes tienen la responsabilidad de vigilar y combatir 
la discriminación, cualquiera que sea la forma que ésta adopte y dondequiera que se dé, tanto en la 
familia como en las comunidades, las escuelas u otras instituciones11. 
 
En el presente caso, es factible identificar que la actuación de la autoridad administrativa ha 
configurado un trato diferenciado, toda vez que, procedió a consignar el nombre de solo una de las 
madres del menor D.A.D.T., tanto en la Ficha del registro como en el documento de identidad, 
omitiendo la información consignada en el Registro de Hijos de Peruanos Nacidos en el Extranjero, 
hecho que no coincide con el tratamiento que dicha entidad da al registro de otros menores de edad 
nacidos en el extranjero producto de una unión heterosexual. Por tal razón, se concluye que la 
medida, efectivamente, consagra una diferencia de trato en base a una categoría sospechosa de 
discriminación.  
 
Por su parte, la sentencia expedida por la Segunda Sala Constitucional, materia del Recurso de 
Agravio Constitucional, ampara la actuación de la demandada bajo argumentos en los que 
expresamente rechaza el reconocimiento del vínculo matrimonial de las demandantes, así como del 
vínculo filial de una de ellas con D.A.D.T. 

                                                             
9 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239, párr. 91 y 93.; Corte IDH, Identidad de género, 
e igualdad y no discriminación a parejas del mismo sexo. Opinión Consultiva OC-24/17 del 24 de noviembre 
de 2017. Serie A No. 24, párr.78. 
10 Corte IDH. Identidad de género, e igualdad y no discriminación a parejas del mismo sexo. Opinión Consultiva 
OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017. Serie A No. 24, párr. 78; Corte IDH. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239, párr. 93; Corte IDH. Caso 
Duque Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de febrero de 
2016. Serie C No. 310, párr. 104; Corte IDH. Caso Flor Freire Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2016, Serie C No. 315, párr. 118; Corte IDH. Caso Azul 
Rojas Marín y otra Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de 
marzo de 2020. Serie C No. 402, párr. 90; Corte IDH. Caso Vicky Hernández y otras Vs. Honduras. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de marzo de 2021, Serie C No. 422, párr. 67. 
11 Corte IDH. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de febrero de 
2012. Serie C No. 239, párr. 151. El resaltado es nuestro. Comité de los Derechos del Niño. Observación 
General No. 7. Realización de los derechos del niño en la primera infancia, CRC/C/GC/7, 30 de septiembre de 
2005, párr. 12. 
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3.1.2. Derecho a la igualdad y no discriminación en relación con el derecho a la protección 
constitucional de la familia.  
 
Los argumentos sobre los cuales la Sala no reconoce el derecho a la protección constitucional a la 
familia conformada por las demandantes no se condicen con los criterios jurisprudenciales del 
Tribunal Constitucional, concordantes con los estándares desarrollados por la Corte IDH.  
 
De hecho, la protección de la familia homoparental está amparada en nuestra legislación en virtud 
del artículo 4° de la Constitución, que regula el derecho a la protección de la familia, el mismo que 
de acuerdo a la interpretación de nuestro Tribunal Constitucional no se refiere a un modelo 
específico de familia12. De hecho, ha sido claro en señalar que, junto a la familia surgida del contrato 
matrimonial, se reconoce también aquella derivada de la unión de hecho13 además de las familias 
monoparentales y las reconstituidas que también son objeto de protección constitucional.14 
 
Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado que la familia no puede concebirse únicamente 
como una institución en cuyo seno se materialice la dimensión generativa o de procreación 
únicamente. Sino que, debe entenderse que la familia también es la encargada de transmitir valores 
éticos, cívicos y culturales. En ese sentido, sin importar el tipo de familia ante la que se esté, ésta 
será merecedora de protección frente a las injerencias que puedan surgir del Estado y de la 
sociedad.15 
 
Asimismo, siendo que los derechos fundamentales deben aplicarse e interpretarse a la luz de lo 
dispuesto en tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por el Perú, esta 
protección constitucional de la familia, en su concepto diverso, debe entenderse en concordancia 
con el artículo 23.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 23.2) y en el 
artículo 17.3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Ambos instrumentos garantizan 
el derecho de toda persona a formar una familia, independientemente de la forma jurídica que esta 
adopte o de la orientación sexual de quienes la conforman. 
 
En ese sentido se ha pronunciado la Corte IDH, al reconocer que en el marco de protección de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos se encuentran, por ejemplo, las familias 
monoparentales. De hecho, en la sentencia expedida en el Caso Fornerón e hijas vs Argentina, La 
Corte IDH señaló: 
 

“Este Tribunal ha dicho anteriormente que en la Convención Americana no se encuentra 
determinado un concepto cerrado de familia, ni mucho menos se protege sólo un modelo de la 
misma. (…) Por otra parte, no hay nada que indique que las familias monoparentales no puedan 
brindar cuidado, sustento y cariño a los niños. La realidad demuestra cotidianamente que no en 

                                                             
12 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Sentencia del 30 de noviembre de 2007, recaída en el Expediente N° 09332-
2006-PA/TC, F.J 4-7; Sentencia del 30 de junio de 2010, recaída en el Expediente N° 04493-2008-PA/TC, F.J 8-
9. 
13 Ibídem, F.J 12. 
14 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Sentencia del 30 de noviembre de 2007, recaída en el Expediente N° 09332-
2006-PA/TC, F.J 7; Sentencia del 30 de junio de 2010, recaída en el Expediente N° 04493-2008-PA/TC, F.J 8. 
15 Cfr. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Sentencia del 06 de noviembre de 2007, recaída en el Expediente N° 
06572-2006-PA/TC, F.J 10 y 11. 
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toda familia existe una figura materna o una paterna, sin que ello obste a que ésta pueda brindar 
el bienestar necesario para el desarrollo de niños y niñas.”16 
 

En esa misma línea se ha pronunciado la Defensoría de Pueblo al señalar que, sugerir que la 
heterosexualidad es un elemento intrínseco del diseño del matrimonio, sería interpretarlo de forma 
reducida y en perjuicio de las personas con orientación sexual diversa. Asimismo, el comprender que 
el fin último del matrimonio es la procreación, pues dicha afirmación excluiría a aquellas personas 
que no pueden concebir hijos.17 En ese sentido, concluye que las personas con orientación sexual 
distinta a la heterosexual tienen derecho a conformar una familia bajo las mismas condiciones que 
las personas heterosexuales, y es responsabilidad del Estado respetar y garantizar dicho derecho 
bajo los alcances del artículo 4 de la Constitución Política. 
 
En consecuencia, el no reconocer la condición de familia de las demandantes, a efectos de reconocer 
y respetar su derecho a la protección constitucional, basándose en que no se trata de una familia 
conformada por una relación (matrimonial o no) heterosexual, constituye un trato diferenciado no 
justificado, motivado por la orientación sexual de las demandantes. 
 
3.2. Derecho a la identidad de D.A.D.T y el Principio de Interés Superior de la Niñez.  
 
El derecho a la identidad está reconocido en el artículo 2° inciso 1) de la Constitución Política como 
“el derecho que tiene todo individuo a ser reconocido estrictamente por lo que es y por el modo 
cómo es”. Al respecto el Tribunal Constitucional ha señalado que el derecho a la identidad ocupa un 
lugar primordial entre los atributos esenciales de la persona, y constituye el derecho a ser 
individualizado conforme a determinados rasgos distintivos, esencialmente de carácter objetivo 
(nombres, seudónimos, registros, herencia genética, características corporales, etc.) y aquellos otros 
que derivan del propio desarrollo y comportamiento personal, más de carácter subjetivo (como la 
ideología, identidad cultural, valores, reputación, etc.).18 
 
Asimismo, el artículo 6° del Código de Niños y Adolescentes19 consagra el derecho a la identidad que 
tiene toda niña, niño o adolescente, y establece la obligación del Estado de preservar la inscripción 
e identidad de los niños y adolescentes, sancionando a los responsables de su alteración, sustitución 
o privación ilegal, de conformidad con el Código Penal. Por lo que, en caso de que se produjera dicha 
alteración, sustitución o privación, el Estado debe reestablecer la verdadera identidad mediante los 
mecanismos más idóneos. 
                                                             
16 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Fornerón e hija Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 27 de abril de 2012. Párr. 98. 
17 DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe de Adjuntía N°002-2017/DP-AAC Amicus curiae sobre el reconocimiento 
del matrimonio celebrado entre Oscar Ugarteche Galarza y Fidel Aroche Reyes en los Estados Unidos 
Mexicanos. Pág. 4. 
18 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Sentencia del 20 de abril de 2006, recaída en el Expediente N°. 2273-2005-
PHC/TC, F.J. 21 y Sentencia del 23 de setiembre de 2010, recaída en el Expediente N° 05829-2009-PA/TC, F.J 
2. 
19 Código de los Niños y Adolescentes, Artículo 6°: 6.1 El niño, niña y el adolescente tienen derecho a la 
identidad, lo que incluye el derecho a tener un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo 
posible, a conocer a sus padres y llevar sus apellidos. Tienen también derecho al desarrollo integral de su 
personalidad.6.2 Es obligación del Estado preservar la inscripción e identidad de los niños y adolescentes, 
sancionando a los responsables de su alteración, sustitución o privación ilegal, de conformidad con el Código 
Penal. 6.3 En caso de que se produjera dicha alteración, sustitución o privación, el Estado restablecerá la 
verdadera identidad mediante los mecanismos más idóneos. 
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De esta manera, la Defensoría del Pueblo ha señalado que, el ejercicio del derecho a la identidad 
está estrechamente vinculado con el denominado «circuito de la documentación», conformado por 
el certificado de nacido vivo, la partida de nacimiento, el Documento Nacional de Identidad y las 
modificaciones a este.20 
 
Para el caso de personas nacidas en el extranjero, hijos o hijas de padre o madre peruanos, la 
nacionalidad peruana se obtiene con la inscripción en el Registro del Estado Civil, Sección de 
Nacimientos, de las Oficinas Consulares del Perú, cuando se efectúe en el extranjero y en la 
Superintendencia Nacional de Migraciones cuando dicha gestión se realiza en el territorio peruano. 
Ello de conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 26574, Ley de Nacionalidad y su Reglamento21. En 
ese sentido, para las niñas y los niños, nacidas/os en el exterior, dicha inscripción, hace las veces de 
partida de nacimiento, para efectos legales y jurídicos.  
 
Por su parte, el Tribunal Constitucional ha establecido que, en el Perú, el documento mediante el 
cual se determinan los referentes objetivos de la identidad es el Documento Nacional de Identidad, 
el mismo que constituye un instrumento que permite identificar a la persona y un requisito para el 
ejercicio de derechos civiles y políticos consagrados por la constitución. Asimismo, dicho documento 
es requerido para el desarrollo de diversas actividades de carácter personal.22 
 
De acuerdo a la normativa vigente, para la emisión de un DNI de un/a niño/a nacido en el extranjero, 
es requisito presentar copia certificada del título de peruano nacido en el extranjero. Es en virtud de 
dicho documento que se acrediten los datos de nacimiento y filiación que serán consignados en el 
DNI.  
 
De lo expuesto se puede colegir que, el derecho a la identidad está estrechamente ligado al registro 
de identificación, lo que permite la individualización de la persona y por ende, la proyección jurídica 
de sus derechos y el pleno ejercicio de su ciudadanía.  
 
En consecuencia, cualquier error u omisión en dicho documento puede afectar el reconocimiento o 
ejercicio de los derechos fundamentales de la persona. En el caso de una persona menor de edad, 
esta situación reviste especial gravedad, toda vez que existe la obligación del Estado de garantizar 
una especial protección de las niñas y niños, ello en virtud del Principio del Interés Superior de la 
Niñez, como parte integrante del bloque de constitucionalidad a que se refiere el artículo 4° de la 
Constitución Política, en concordancia con el artículo IX del Título Preliminar del Código de Niños y 
Adolescentes.  
 
Asimismo, nuestro ordenamiento jurídico desarrolla parámetros y garantías procesales para la 
consideración primordial del interés superior de la niñez a través de la Ley N° 30466, que en su 
artículo 2°, que es un derecho, un principio y una norma de procedimiento que otorga a la niñez, el 
derecho a que se considere de manera primordial su interés superior en todas las medidas que 
afecten directa o indirectamente a las niñas, los niños y adolescentes, garantizando sus derechos 
humanos. 
 
                                                             
20 DEFENSORÍA DEL PUEBLO. El derecho a la identidad y la actuación de la administración estatal. Informe 
Defensorial Nº 100, Lima: 2005, p. 10. 
21 Aprobado por Decreto Supremo N° 004-97-IN.  
22 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, Expediente N° 05829-2009-PA/TC, F.J 6. 
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Es importante señalar que nuestra normativa se condice con lo establecido en la Convención sobre 
los Derechos del Niño de las Naciones Unidas23 y su Observación General 14, así como con los 
criterios interpretativos de la Corte IDH en relación a los derechos protegidos por la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 
 
En efecto, el artículo 8° de la Convención para los Derechos del Niño dispone que: 
 

1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, 
incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin 
injerencias ilícitas. 

2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o de 
todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas con 
miras a restablecer rápidamente su identidad. 

 

Cabe mencionar que, el Comité de los Derechos del Niño, en su Observación General N° 07, sobre la 

realización de los derechos de la niña y del niño en la primera infancia, recomienda que los Estados 

Partes adopten todas las medidas necesarias para que las niñas y los niños sean inscritos al nacer en 

el registro civil, y que ello puede lograrse mediante un sistema de registro universal y bien gestionado 

que sea accesible a todos y gratuito. Precisa, además, que dicho sistema debe ser flexible y responder 

a las circunstancias de las familias. Asimismo, hace hincapié en que todas las niñas y los niños deben 

ser inscritos, sin discriminación de ningún tipo24. 

Del mismo modo, dicho Comité a través de su Observación General N° 14 sobre el derecho a que el 

interés superior de toda niña, niño y adolescente sea una consideración primordial, establece que el 

objetivo del concepto de interés superior de la niñez y adolescencia es garantizar el disfrute pleno y 

efectivo de todos los derechos reconocidos por la Convención y el desarrollo holístico del niño25. 

En esa línea, también ha recomendado al Estado Peruano, a través de sus Observaciones finales 

sobre los informes periódicos cuarto y quinto combinados del Perú26, que intensifique sus esfuerzos 

para lograr que se dé prioridad al derecho a la identidad; además, sobre el derecho a que su interés 

superior sea una prioridad, ha recomendado que se integre debidamente, se interprete y aplique 

sistemáticamente en todas las actuaciones y decisiones legislativas, administrativas y judiciales y en 

todas las políticas, los programas y los proyectos que sean pertinentes y que tengan repercusiones 

en la vida de las/los niñas/os27. Asimismo, ha indicado que resulta necesario que se establezcan 

procedimientos y criterios para orientar a todas las personas pertinentes con autoridad para 

                                                             
23 Aprobada mediante Resolución Legislativa N.° 25278, del 3 de agosto de 1990 y ratificada el 14 de agosto 
del mismo año. 
24 Comité de los Derechos del Niño. Observación General No. 7. Realización de los derechos del niño en la 
primera infancia. Párrafo 25. 
25 Comité de los Derechos del Niño. Observación general Nº 14 sobre el derecho del niño a que su interés 
superior sea una consideración primordial. Párrafo 4. 
26 Comité de los Derechos del Niño. Observaciones finales sobre los informes periódicos cuarto y quinto 
combinados del Perú. Publicado el 02.05.2016.   
27 Comité de los Derechos del Niño. Observaciones finales sobre los informes periódicos cuarto y quinto 
combinados del Perú. Párrafos 30, a). y 34. 
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determinar los intereses superiores del niño y la niña, en cada esfera y para ponderar debidamente 

esos intereses como consideración primordial28.  

Asimismo, en la Convención Americana, la Corte IDH ha sido clara en señalar que el derecho a la 
identidad puede ser conceptualizado, en general, como el conjunto de atributos y características que 
permiten la individualización de la persona en sociedad y que, en tal sentido, comprende varios 
derechos según el sujeto de derechos de que se trate y las circunstancias del caso.29  
 
Dicha norma internacional, incluye en su marco de protección a varios derechos que componen el 
derecho a la identidad, el mismo que se encuentra estrechamente relacionado con la dignidad 
humana, con el derecho a la vida privada y con el principio de autonomía de la persona. Asimismo, 
este derecho está íntimamente ligado a la persona en su individualidad específica y vida privada, 
sustentadas ambas en una experiencia histórica, y biológica, así como en la forma en que se relaciona 
con los demás, a través del desarrollo de vínculos en el plano familiar y social.30 
 
De este modo, el derecho a la identidad se encuentra a su vez asociado al derecho al reconocimiento 
de la personalidad jurídica (artículo 3 de la Convención Americana). La Corte IDH ha señalado que la 
personalidad jurídica determina la existencia efectiva de sus titulares como sujetos de derechos y 
obligaciones ante la sociedad y el Estado, lo cual les permite gozar de derechos, ejercerlos y tener 
capacidad de actuar.31 
 
Asimismo, la Corte IDH enfatiza que la privación del derecho a la identidad o las carencias legales en 
la legislación interna para la realización del mismo, colocan a las personas en situaciones que 
dificultan o impiden el goce o el acceso a los derechos fundamentales, creándose así diferencias de 
tratamiento y oportunidades que afectan los principios de igualdad ante la ley y de no discriminación, 
además de ser un obstáculo frente al derecho que tiene toda persona al reconocimiento pleno de 
su personalidad jurídica. 
 
Cabe indicar que los alcances del derecho a la identidad establecidos por la Corte IDH, deben ser 
leídos en consonancia con lo dispuesto en nuestro ordenamiento jurídico, según el cual toda medida 
concerniente al niño y al adolescente que adopte el Estado a través de los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, del Ministerio Público, los Gobiernos Regionales, Gobiernos Locales y sus demás 
instituciones, así como en la acción de la sociedad, se considerará el Principio del Interés Superior 
de la Niñez y Adolescencia y el respeto a sus derechos32. 
 
En ese sentido, también se debe tener en cuenta la sentencia de la CIDH sobre el caso de Karen Atala 
Vs. Estado Chileno33, respecto a la protección de la familia, que incluye a las familias del mismo sexo. 
Al respecto, la Corte reitera que el principio del interés superior de la niñez y la adolescencia es 

                                                             
28 Comité de los Derechos del Niño. Observaciones finales sobre los informes periódicos cuarto y quinto 
combinados del Perú. Párrafo 30, c).  
29 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Fornerón e hija Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 27 de abril de 2012. Párr. 123. 
30 Cfr. OC 24/17 Párr. 90 y 91. 
31 Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Párr. 191. 
32 Código de los Niños y Adolescentes. Artículo IX. 
33 Corte Interamericana de Derechos Humanos caso Atala Riffo Y Niñas Vs. Chile. Sentencia del 24 de Febrero 
de 2012. 
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regulador de la normativa de los derechos de las niñas y los niños, y se funda en la dignidad misma 
del ser humano, en las características propias de dichas personas y en la necesidad de propiciar el 
desarrollo de estas, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades.  Agrega que para asegurar, 
en la mayor medida posible, la prevalencia del interés superior de la niñez y adolescencia, el 
preámbulo de la Convención sobre los Derechos del Niño establece que éste requiere “cuidados 
especiales”, y el artículo 19° de la Convención Americana señala que debe recibir “medidas 
especiales de protección” 34 . 
 
Sobre el particular, en el presente caso, la decisión de la autoridad administrativa de omitir la 
información contenida en el Registro de Nacimiento inscrito ante la Superintendencia Nacional de 
Migraciones (documento equivalente al Acta de Nacimiento para efectos legales),  en la Ficha 
RENIEC,  el documento de identidad del menor D.A.D.T., así como la decisión de la Segunda Sala 
Constitucional que la ampara, no han tenido en cuenta como elemento primordial el Principio del 
Interés Superior de la Niñez, contraviniendo el orden constitucional y legal, pues no se ha 
considerado que los alcances de su decisión afectan de manera directa e inequívoca los derechos 
fundamentales de un niño y su desarrollo integral. 
 
De esta manera, en ambos casos se contraviene además lo dispuesto en el Reglamento de la Ley 
N°30466, pues no ha cumplido motivar, justificar y explicar explícitamente todas las circunstancias 
de hecho referentes al niño, solo se han centrado en las madres. Tampoco, se ha considerado los 
elementos pertinentes para la evaluación del interés superior, el contenido de los elementos en este 
caso concreto y la manera en que se han ponderado; ello a fin de determinar que su decisión cumple 
con los parámetros establecidos en el Reglamento de la Ley N° 30466, aprobado por Decreto 
Supremo N° 002-2018-MIMP, relativos a su derecho a la identidad y a la consideración de las 
características y condiciones de cada niña, niño y adolescente en su condición de ser único. 
 
En consecuencia, se debe advertir que lo resuelto por la Sala afecta de forma directa su derecho a la 
identidad, pues omite información esencial para la determinación de su identidad personal según 
los alcances desarrollados por el Tribunal Constitucional y la Corte IDH. 
 
Asimismo, al no reconocer su filiación con Jenny Victoria Trujillo Cueva, limita el reconocimiento y 
ejercicio de los derechos derivados de este vínculo. Al respecto, es importante resaltar lo señalado 
por la Comisión Nacional contra la Discriminación (CONACOD) en el sentido que la filiación permite 
a cada persona conocer su origen, saber quién o quiénes son sus progenitores/as y conservar los 
apellidos de estos/as como elementos trascendentes en la vida de cualquier persona, pues la 
individualiza plenamente y le permite adquirir derechos y obligaciones.35 
 

IV. CONCLUSIONES 
 
Por lo anteriormente expuesto, se concluye que: 
 
1. La Defensoría del Pueblo, de conformidad con su Ley Orgánica, es un organismo constitucional 

autónomo que tiene como mandato constitucional la defensa de los derechos fundamentales 
y/o constitucionales de la persona y de la comunidad, así como supervisar el cumplimiento de 

                                                             
34 Corte Interamericana de Derechos Humanos caso Atala Riffo Y Niñas Vs. Chile. Fundamento 108. 
35Cfr. COMISIÓN NACIONAL CONTRA LA DISCRIMINACIÓN (CONACOD). Informe sobre el registro y 
reconocimiento de filiación de niños y niñas nacidos en el extranjero de madres del mismo sexo, en función 
al Orden Público Internacional. CONACOD/Sec.Téc./III.2019 - Informe Temático N.° 3. Año 2019. Párr. 45. 
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los deberes de la administración pública y la prestación de los servicios públicos. Asimismo, 
cumple con los presupuestos establecidos para intervenir en calidad de amicus curiae, toda vez 
que la materia controvertida se encuentra vinculada con la protección de los derechos 
fundamentales a la identidad la protección constitucional de la familia, la igualdad y no 
discriminación.  
 

2. Los derechos a la identidad, a la protección constitucional de modelos no tradicionales de 
familia, la especial protección a niños, niñas y adolescentes, así como el derecho a la igualdad y 
no discriminación son derechos y principios constitucionales que, además, gozan de protección 
en el marco de los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por el Perú, los 
que, en vigor, forman parte del derecho interno y detentan rango constitucional. 
 

3. El Estado tiene la obligación de establecer procedimientos y criterios para determinar el interés 

superior de la niñez y adolescencia en cada esfera y para ponderarlo debidamente, como 

consideración primordial, tal como lo ha recomendado el Comité de los Derechos del Niño.  

4. En el presente caso, la actuación del órgano jurisdiccional, tiene como resultado anular o 
menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio en condiciones de igualdad del derecho 
fundamental a la identidad del niño D.A.D.T. Decisión que, además, no se funda en el Principio 
del Interés Superior de la niñez, lo que conlleva a un acto contrario a la Constitución y las normas 
vigentes en materia de niñez y adolescencia, así como a los estándares de protección 
establecidos por la Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, ambos vinculantes para el Estado peruano. 
 

5. Asimismo, dicho pronunciamiento no reconoce la protección constitucional en condiciones de 
igualdad y no discriminación de la familia conformada por las demandantes. Como consecuencia 
de ello, desconoce el vínculo filial entre una de las madres y el menor D.A.D.T lo que conlleva a 
la imposibilidad por parte de esta de ejercer legítimamente sus derechos como madre, poniendo 
en una situación de desprotección e incertidumbre jurídica al niño. Pues tal como ha sido 
advertido por la CONACOD en su Informe sobre el registro y reconocimiento de filiación de niños 
y niñas nacidos en el extranjero de madres del mismo sexo, el hecho de no consignar de forma 
expresa la filiación de ambas madres podría, potencialmente, ser un obstáculo para el ejercicio 
de otros derechos como acceso a la salud, a la educación, al libre tránsito, derechos alimentarios, 
sucesorios y otros vinculados a la filiación. 36 

 
6. La sentencia no cumple con motivar debidamente la razón por la cual no es posible reconocer el 

acto jurídico mediante el cual se constituye el derecho de filiación de ambas madres al amparo 
de la normativa extranjera, lo cual sólo encontraría sustento en la contravención del orden 
público internacional. Lo que no ha sido materia de análisis ni pronunciamiento por parte de la 
Sala. 

 
7. De los hechos materia del presente caso, se puede advertir que la decisión adoptada por el 

RENIEC constituye un trato diferenciado arbitrario motivado por la naturaleza no tradicional de 
la familia (conformada por las demandantes y su hijo D.A.D.T) y la orientación sexual de estas, lo 
que constituye un acto de discriminación que ha tenido como efecto la violación de sus derechos 
fundamentales, principalmente, los derechos del niño y el impacto en su desarrollo integral.  

                                                             
36 Cfr. CONACOD, supra Nota 7, párr. 68, 69 y 70. 
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8. En ese sentido, los órganos jurisdiccionales al momento de administrar justicia, deben tener en 

cuenta estos derechos y principios, especialmente, aquellos que permitan garantizar el respeto 
y el ejercicio pleno del derecho a la identidad de las niñas, niños y adolescentes; esto implica 
interpretar y aplicar los derechos específicos de la niñez y adolescencia en todas las actuaciones 
y decisiones judiciales, sobre todo en aquellas que tendrán repercusión en la vida de ellas y ellos. 
 

Por las razones expuestas, solicito tener en cuenta los argumentos aportados por la Defensoría del 
Pueblo, a título de amicus curiae, al momento de expedir sentencia en el presente proceso.   
 

Lima, 30 de marzo de 2023 
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